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Panel integrado por su presidenta la Juez Coll Martí, el Juez Ramos 
Torres y la Juez Rivera Marchand 
 
Coll Martí, Jueza Ponente  
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de enero de 2020. 

Compareció ante nos el 3 de diciembre de 2019, mediante 

recurso de Certiorari, Miguel Ángel Torres y solicitó que revisemos la 

Resolución dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Ponce, el 27 de noviembre de 2019. Mediante dicho 

dictamen se declaró No Ha Lugar una Moción de Desestimación 

presentada por el Sr. Torres, en la que se anotó su rebeldía y se 

señaló vista en rebeldía para el 13 de diciembre de 2019. 

El 12 de diciembre de 2019 la parte recurrida aún no había 

comparecido a exponer su posición en torno al recurso de Certiorari. 

Emitimos en esa fecha una Resolución, notificada inmediatamente, 

en la que paralizamos los procedimientos y concedimos a la parte 

apelada un término adicional al provisto por la Regla 371, hasta el 18 

de diciembre de 2019 para expresarse en torno al recurso de 

Certiorari presentado por el peticionario. La apelada no compareció 

 
1 La Regla 37 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 37, 
dispone que la parte recurrida podrá presentar su posición dentro de los diez (10) días 
siguientes a la notificación de la solicitud de Certiorari. 
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dentro del término concedido, por lo que procedemos a resolver este 

recurso sin el beneficio de su comparecencia.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

expedimos el recurso de Certiorari y revocamos la Resolución 

revisada.  

I 

El señor Miguel Ángel Torres y la señora Mildred Ramos 

González contrajeron matrimonio el 2 de febrero de 1991. Durante la 

vigencia de su matrimonio procrearon tres hijos, los cuales hoy son 

todos mayores de edad y ninguno es incapaz.  

El 24 de septiembre de 2019, la peticionada, Sra. Mildred 

Ramos González, presentó una demanda de divorcio. En la misma 

argumentó que el demandado-peticionario había cometido actos de 

deshonra y en repetidas ocasiones había cometido actos de agresión 

física en contra de la demandante-recurrida. El peticionario alega que 

al momento de la entrega de la demanda y copia del emplazamiento, 

“el diligenciante” dejó totalmente en blanco el diligenciamiento en la 

copia del emplazamiento que le entregó.  

El 8 de noviembre de 2019 el peticionario presentó una Moción 

Solicitando Desestimación al amparo de la Regla 10.2 (4) de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2 (4) por la insuficiencia 

en el diligenciamiento del emplazamiento, lo que privó al Tribunal de 

jurisdicción sobre la persona del peticionario, y por incumplimiento 

con lo dispuesto en las Reglas de Procedimiento Civil conforme a la 

Regla 39.2, 32 LPRA Ap. V, R. 39.2. El foro primario emitió una Orden 

el 13 de noviembre de 2019, en la que le concedió a la recurrida cinco 

(5) días para exponer su posición en cuanto a la Moción de 

Desestimación.  
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El 14 de noviembre de 2019, dicho Tribunal notificó una Orden 

del 7 de noviembre de 2019 en la que dispuso de una moción donde 

se le notificó el original del emplazamiento del peticionario, así como 

también motu proprio le anotó la rebeldía al peticionario y señaló vista 

en los méritos en cuanto el divorcio y alimentos para el 13 de 

diciembre de 2019. 

Luego de varios trámites procesales el foro de origen emitió 

Resolución el 27 de noviembre de 2019 en la que se declaró No Ha 

Lugar la Moción de Desestimación presentada por el peticionario, y 

mantuvo en vigor la anotación de rebeldía y señalamiento para el 13 

de diciembre de 2019.  

Inconforme, acude ante nos el peticionario y solicita la revisión 

de la Resolución emitida el 27 de noviembre de 2019. Señala los 

siguientes errores: 

1. Erró el Tribunal de Primera Instancia Sala Superior de 
Ponce al no considerar que hubo una insuficiencia en el 
diligenciamiento del emplazamiento del demandado, al 
dejarse en blanco el espacio del diligenciamiento en la 
copia entregada al demandado. 

2. Erró el Tribunal de Primera Instancia, incurriendo en error 
manifiesto al no determinar que la insuficiencia del 
diligenciamiento del emplazamiento lo priva de 
jurisdicción sobre la persona del peticionario. 

3. Erró el Tribunal de Primera Instancia al no dejar sin efecto 
la anotación de rebeldía, cuando no se cumplió el debido 
proceso de ley en el diligenciamiento del emplazamiento 
y no ha adquirido jurisdicción sobre el peticionario.  

II 

A 

El Recurso de Certiorari 

El recurso de certiorari es el mecanismo procesal idóneo para 

que un tribunal de superior jerarquía pueda enmendar los errores que 

cometa el foro primario, ya sean procesales o sustantivos.  Sin 

embargo, distinto al recurso de apelación, su expedición está sujeta 

a la discreción del foro revisor.  Esta facultad ha sido definida como 

una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 
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llegar a una conclusión justiciera.  Negrón v. Srio. de Justicia, 154 

DPR 79, 90-91 (2001).    

En aras de que este Foro pueda ejercer con mesura la facultad 

discrecional de entender o no en los méritos de una petición de 

certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA, Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que se deben considerar 

a estos fines. Estos son:    

a) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.    

b) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.    

c) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.    

d) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.    

e) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.    

f) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.    

g) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. XXII-B, R. 
40.      

B 

El emplazamiento 

El emplazamiento es un mecanismo procesal de honda raíz 

constitucional mediante el cual el tribunal adquiere jurisdicción sobre 

la persona del demandado. El propósito del emplazamiento es 

notificar a una persona sobre la presentación de una acción judicial 

en su contra, de manera que ésta pueda, si así lo desea, comparecer 

para ser oída y defenderse de la reclamación en su contra. First Bank 

of P.R. v. Inmob. Nac., Inc., 144 DPR 901, 913 (1998); Peguero y 

otros v. Hernández Pellot, 139 DPR 487, 494 (1995).  La exigencia 

legal de emplazar surge del principio constitucional de que nadie 

debe ser privado de su propiedad sin darle la oportunidad de ser 
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oído.  Hach Co. v. Pure Water Systems, Inc., 114 DPR 58, 61 

(1983).         

Según lo establece el texto de la Regla 4.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4.1, la parte demandante presentará el 

formulario de emplazamiento conjuntamente con la demanda, para 

su expedición inmediata por el Secretario o Secretaria.  La referida 

regla dispone, además, que a requerimiento de la parte demandante, 

el Secretario o Secretaria expedirá emplazamientos individuales o 

adicionales contra cualesquiera partes demandadas.  Una vez se 

expide y se diligencia el emplazamiento, el tribunal efectivamente 

adquiere jurisdicción sobre el demandado.  Claudio v. Casillas Mojica, 

100 DPR 761, 772 (1972).    

En fin, con relación a la jurisdicción in personam, un tribunal 

puede adquirirla de dos maneras: (1) utilizando adecuadamente los 

mecanismos procesales de emplazamientos provistos en las Reglas 

de Procedimiento Civil, o (2) mediante la sumisión voluntaria de la 

parte demandada a la jurisdicción del tribunal. Márquez v. Barreto, 

143 DPR 128 (1997).  Esta sumisión la puede hacer de forma 

explícita o tácita. Sterzinger v. Ramírez, 116 DPR 762, 789 (1985). 

Aquella parte que comparece voluntariamente, y realiza algún acto 

sustancial que la constituya parte en el pleito, se somete a la 

jurisdicción del tribunal.  Shuler v. Shuler, 157 DPR 707, 719, (2002); 

Qume Caribe, Inc. v. Sec. Hacienda,153 D.P.R 700 (2001); Márquez 

v. Barreto, supra; Mercado v. Panthers Military Soc. Inc., 125 DPR 

98, 100 (1990); Claudio v. Casillas Mojica, 100 DPR 761 (1972).  

Este proceder se concreta con la defensa en los méritos en el 

litigio al contestar la demanda, con la presentación de defensas 

afirmativas contra las reclamaciones interpuestas, mediante 

comparecencias y argumentaciones ante el tribunal sobre la 
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suficiencia de la prueba de la otra parte, a través de solicitudes de 

vistas ante el foro, sin alegar ausencia o deficiencia del 

emplazamiento, o sin alegar falta de jurisdicción sobre la persona, 

siempre que no hubiere mediado formalmente el diligenciamiento del 

emplazamiento.  Se ha interpretado que si la parte comparece ante 

el tribunal por escrito, sin someterse a su jurisdicción, pero realiza 

argumentaciones orales u escritas sobre los méritos en cuanto a la 

suficiencia de la prueba de la otra parte, entonces se somete 

tácitamente a la jurisdicción del foro.  Véase, Qume Caribe, Inc. v. 

Srio. de Hacienda, supra, a las págs. 711-712; Rodríguez v. Urban 

Brands, 167 DPR 509, 524-525 (2006); Vázquez v. López, 160 DPR 

714, 721 (2003).   

Es conocido que si la parte comparece voluntariamente y 

realiza algún acto sustancial que la constituya en parte dentro del 

pleito, esta se somete voluntariamente a la jurisdicción del tribunal y, 

por lo tanto, resulta innecesario el trámite de notificación y 

emplazamiento de la Regla 4 de Procedimiento Civil.    

 El demandado puede someterse a la jurisdicción del ente 

adjudicador si comparece ante este y no plantea la falta de 

jurisdicción, pero presenta otro tipo de alegaciones.  Shuler v. Shuler, 

supra. La sumisión debe denotar inequívocamente que la parte 

conoce que la acción entablada es en su contra y que ha decidido 

defenderse, o no, al respecto.    

C 

 Regla 4.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4.4 

 La Regla 4.4 de Procedimiento Civil regula todo lo referente al 

emplazamiento y su validez. En lo pertinente dispone:  

El emplazamiento y la demanda se diligenciarán 
conjuntamente. Al entregar la copia de la demanda y del 
emplazamiento, ya sea mediante su entrega física a la parte 
demandada o haciéndolas accesibles en su inmediata 
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presencia, la persona que lo diligencie hará constar al dorso 
de la copia del emplazamiento sobre su firma, la fecha, el 
lugar, el modo de la entrega y el nombre de la persona a quien 
se hizo la entrega. 

  

 En In Re Rivera Ramos, 178 DPR 651, 667 (2010) se 

estableció que: “Dada la dimensión constitucional del procedimiento 

de emplazamiento, hemos establecido que sus requisitos deben 

cumplirse estrictamente y que su inobservancia priva de jurisdicción 

al tribunal.” 

 Hace varias décadas el Tribunal Supremo resolvió que es el 

demandante exclusivamente quien ostenta la carga de llevar a cabo 

todos los actos procesales necesarios para colocar al Tribunal en 

posición de ejercer jurisdicción sobre la persona del demandado y 

que el demandado no tiene obligación alguna de cooperar. Nuestro 

más alto foro estableció la norma siguiente:  

En forma alguna viene obligado un demandado a 
cooperar con el demandante en la realización por éste del 
diligenciamiento del emplazamiento. Los demandados 
tienen un derecho a ser emplazados conforme a derecho y 
existe en nuestro ordenamiento una política pública de que la 
parte demandada debe ser emplazada debidamente para 
evitar fraude y que se utilicen procedimientos judiciales para 
privar a una persona de su propiedad sin el debido proceso 
de ley. Esta política pública pone todas las exigencias y 
requisitos sobre los hombros del demandante, no sobre el 
demandado. First Bank of P.R. v. Inmob. Nac. Inc., 144 DPR 
901, 916 (1998).  
 

 

III 

 Procedemos a discutir los señalamientos de error. Por estar 

éstos estrechamente relacionados, discutiremos los mismos en 

conjunto.  

El peticionario alega que el emplazamiento que le realizaron 

fue insuficiente al no cumplir con el requisito de la Regla 4.4 de 

Procedimiento Civil. Por esta razón aduce que el tribunal no ha adquirido 

jurisdicción sobre su persona. Así las cosas, decidió presentar ante el 

Tribunal una Moción de Desestimación de la causa de acción en su contra, 



 
 

 
KLCE201901597 

 

8 

la cual es una demanda de divorcio por trato cruel. Argumenta el 

peticionario que la alegada insuficiencia en su emplazamiento le otorga 

razón suficiente para solicitar la desestimación de la acción en su contra. 

Sin embargo, el Tribunal de Primera Instancia declaró No Ha Lugar dicha 

Moción y anotó la rebeldía al peticionario tras este no haber contestado la 

demanda en su contra.  

La parte recurrida refuta los argumentos del señor Torres 

describiendo las circunstancias en las que el peticionario fue emplazado. 

Según surge de las alegaciones contenidas en el expediente ante nos, en 

la Demanda radicada en contra del señor Torres, el emplazamiento fue 

diligenciado por la alguacil Marlene N. Vidal Irizarry del Tribunal de Cabo 

Rojo, precisamente en la Oficina de Alguaciles, el 7 de octubre de 2019 a 

las 2:14 pm. El referido emplazamiento fue entregado directamente al 

peticionario quién firmó el recibo de éste. La hoja que certifica el 

diligenciamiento se dejó totalmente en blanco en todas sus partes. Así le 

fue entregada al peticionario con la Demanda. Posteriormente el certificado 

de diligenciamiento fue completado, una vez realizado el debido 

emplazamiento.  

La recurrida además argumenta que al momento de ser emplazado, 

el señor Torres estaba acompañado de su representante legal, quién 

adquirió conocimiento de la existencia de la demanda. Al día siguiente, el 

8 de octubre de 2019, se presentó en el sistema de Tribunal Electrónico 

(SUMAC) el diligenciamiento del emplazamiento con su correspondiente 

moción de notificación.  

Ciertamente, el emplazamiento representa el paso inaugural del 

debido proceso de ley que viabiliza el ejercicio de la jurisdicción judicial, 

Acosta v. ABC, Inc.,142 DPR 927, 931 (1997). Es mediante éste que los 

tribunales adquieren jurisdicción sobre la persona del demandado. Es 

indiscutible que el emplazamiento diligenciado personalmente es el más 

apropiado. Rodríguez v. Nasrallah, 118 DPR 93, 99 (1986). Hemos exigido 

un cumplimiento estricto cuando se trata de los requisitos para el 
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emplazamiento. La importancia de tan estricto cumplimiento es que la 

Regla 4 de emplazamiento persigue que se notifique al demandado que se 

instó una acción judicial en su contra, de manera que se le dé una 

oportunidad de ser oído y defenderse. Rodríguez v. Nasrallah, supra pág. 

98.  

Surge claramente que, cuando se le hizo entrega de la Demanda al 

peticionario, el dorso del emplazamiento se dejó enteramente en blanco, 

en todas sus partes. No se incluyó la firma del diligenciante, la fecha del 

diligenciamiento, el lugar, el modo de entrega ni su nombre. 

El demandado tiene derecho a conocer mediante constancia 

escrita, desde el día del diligenciamiento, qué términos tiene para 

comparecer al tribunal. (Énfasis nuestro). Es por ello que, al dorso de la 

copia del emplazamiento que le será entregada al demandado, el 

emplazador tiene que hacer constar la fecha en la que está diligenciando 

dicho emplazamiento. Queda claro que es insuficiente que toda esa 

información se haya completado en un momento posterior. El demandado 

tiene que tener, por escrito, una fecha cierta a partir de la cual se contará 

el término que tiene para comparecer y defenderse. Únicamente así se 

cumple con un debido proceso de ley.  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el recurso de 

Certiorari y revocamos la Resolución revisada. El emplazamiento 

hecho en la persona de Miguel Ángel Torres Torres es nulo, por 

insuficiencia en el diligenciamiento. 

Notifíquese inmediatamente a las partes y a la Hon. Leila 

Rolón Henrique. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


